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Capítulo 1


    Marco teórico:


    Los referentes de esta investigación




    Este texto tiene como objeto el estudio del diseño institucional cubano de la participación ciudadana y de su capacidad para promoverla.




    No ocupa mi atención la reflexión normativa sobre las motivaciones de los agentes para la observancia de las normas que configuran tal diseño. En cambio, sí lo hace el análisis sobre la relación más óptima entre los agentes sociales y las instituciones a partir de criterios operativos de diseño institucional. Por ello, considero además el discurso estatal revolucionario y el discurso institucional sobre la democracia en Cuba,1 lo cotejo con su historia y su práctica política e institucional, con debates existentes sobre ella, y con valoraciones de los involucrados sobre su desempeño.




    La Constitución vigente en Cuba data de 1976. Las reformas de 1978, 1992 y 2002 se proyectaron sobre la forma y el fondo de ella.2 La reforma de 1992 introdujo cambios esenciales en el sistema institucional encaminados a propiciar, entre otros objetivos declarados, la profundización democrática, a partir de crear mayores cauces de participación ciudadana y de hacer más representativas las instituciones estatales (Escalona Reguera, 1991).




    El tema de la participación popular en la política ha sido un valor central en el discurso estatal revolucionario cubano a partir de 1959. Si bien aquí considero en exclusiva el campo de la participación política en la esfera estatal, es preciso poner su estudio en relación con el auge que ha experimentado la participación, desde una comprensión multidimensional, en América Latina a lo largo de los últimos años.




    [...] hoy hay que entender que la participación popular, en una miríada de formas no reducibles ni a partidos ni a movimientos ni a agrupaciones ni a asociaciones, se ha incorporado de manera determinante en la reconfiguración política del nuevo siglo. La política de tierra quemada en la que desembocó el neoliberalismo generó anticuerpos sociales integrales, de manera que las respuestas lo son en todos los ámbitos de lo social (económico, político, normativo e identitario y cultural). La principal característica de los cambios políticos en América Latina tiene que ver con esa renovada participación (Monedero, 2007: 5).




    La Constitución cubana regula la participación política de este modo: «Todos los ciudadanos, con capacidad legal para ello, tienen derecho a intervenir en la dirección del Estado, bien directamente o por intermedio de sus representantes elegidos para integrar los órganos del Poder Popular» […] (art. 131).




    En lo adelante, estudio el diseño institucional cubano de la participación ciudadana desde el referente teórico del republicanismo democrático. Este integra el pensamiento democrático con la crítica socialista e indaga en las condiciones de ejercicio del poder: para quién y desde quién se produce la política. La república resulta aquí el régimen que ha de permitir no solo el ideal liberal: a un ciudadano un voto, sino el hecho socialista: a un ciudadano la condición de posibilidad de una política.




    
El republicanismo democrático




    El republicanismo democrático integra su concepción de la libertad a partir de las existentes en las tradiciones liberal, democrática y marxista.




    El pensamiento democrático republicano de fines del siglo xviii, de Jefferson a Robespierre, pasando por Rousseau, construyó, con sus respectivos modos, un concepto de libertad política basado en el modelo del pequeño propietario independiente y en una sociedad regida por la pequeña propiedad agraria con cobertura más o menos universal hacia sus ciudadanos para dar respuesta a este problema: no es libre el que depende de otro para sobrevivir.




    Más tarde, el pensamiento liberal recondujo el tema de la autonomía hacia el marco político de la independencia. Para ello, resignificó dos instituciones: la propiedad y el contrato, al imaginar el vínculo Individuo-Estado en tanto co-soberanos. En esa concepción, la propiedad habilita la esfera de independencia personal —económica y jurídica—, que es para el liberalismo la precondición del libre hacer político. La propiedad crea una esfera autónoma en la que, de mutuo acuerdo, ni el Estado ni la sociedad pueden incurrir en usurpación: al trazar una línea entre lo público y lo privado, hace al propietario co-soberano. Si la propiedad habilita la esfera personal de libertad, el contrato, por su parte, habilita la esfera social de la libertad, al establecer la necesidad de negociar las condiciones de cualquier relación.




    Marx hizo la crítica más radical de esa filosofía:




    [La libertad] es el derecho de hacer y deshacer lo que no perjudique a otro. Los límites en los que cada uno puede moverse sin perjudicar a otro se hallan determinados por la ley, lo mismo que la linde entre dos campos por la cerca. Se trata de la libertad del hombre en cuanto nómada aislado y replegado en sí mismo (1843, s/p).




    El autor de El Capital retomaba el tema de la dependencia cuando pensó el fin del trabajo asalariado como el principio del trabajo libre y la trama de la emancipación política como la propia de las revoluciones burguesas al acabar con el ancien régime: allí donde el feudalismo da paso al capitalismo y el burgués se diferencia del ciudadano. La emancipación política era condición necesaria, pero no suficiente para lo que llamaba emancipación humana, pues la libertad es un régimen de totalidad: no basta afirmar la libertad política respecto al Estado sin plantearse la emancipación del trabajo y la emancipación del ciudadano en la sociedad civil.




    «Un ser no se considera a sí mismo independiente si no es su propio amo, y es su propio amo cuando debe su existencia a sí mismo», aseguraba Marx (1977: 138). De esta manera, al afirmar que el asalariado necesita pedir permiso a diario a otro para poder subsistir, integraba el tema liberal de la dependencia en una comprensión republicana de la autonomía de la persona. Concluía que existe entre las ideas de la autonomía y de la socialización una relación biunívoca.




    Entonces, las concepciones tradicionales del liberalismo y de la democracia entienden la libertad, respectivamente, como protección de la libertad individual frente a la esfera pública y como el poder del ciudadano para darse normas iguales para todos, por sí mismo. El marxismo clásico comprendió la libertad como la superación del contenido clasista del poder político a través de la autogestión y el autogobierno.




    Mientras los liberales oponen la libertad a la interferencia, los republicanos la oponen a la esclavitud y la dominación. El republicanismo presenta un enfoque sobre la propiedad y la libertad ligado a la ausencia de dependencia y al autogobierno. Para este los peligros principales son la dominación —la amenaza de la interferencia arbitraria por parte de un tercero—, y la corrupción —cuando intereses particulares o de facción se anteponen al bien común (Honoran, 2005: 163).




    A partir de esas fuentes, el republicanismo democrático proclama la ausencia de dominación como la clave de la convivencia entre seres libres y recíprocamente iguales (Doménech, 2004), (Ovejero, 2008).




    Este referente se preocupa por la República socialista —no por la Dictadura del proletariado—. La forma republicana ha de ser la base de la ampliación democrática, esto es, el arreglo institucional que busque compatibilizar la libertad con la igualdad a partir de la universalización de la ciudadanía en tanto conjunto interdependiente de derechos.




    El problema fundamental de la tradición republicana puede ser sintetizado de este modo: «cómo diseñar las mejores instituciones sociales (incluidas las instituciones básicas que influyen causalmente en la distribución de la propiedad de, y el acceso a, los medios de existencia social)» (Doménech y Bertomeu, 2005: 66). En otras palabras, «(e)l objetivo republicano es conferir a los individuos mayores garantías de seguridad en la definición y desarrollo de sus planes de vida propios sin interferencias arbitrarias por parte de otros agentes» (Casassas, 2005: 237).




    El republicanismo democrático apuesta por este horizonte: el aseguramiento de la soberanía del ciudadano y de la comunidad de ciudadanos. Busca garantizar el acceso universal a los derechos de ciudadanía a través de la expansión recíproca de la libertad y la igualdad, lo que supone la reformulación del tratamiento liberal a la propiedad. En este texto, dicho conjunto significa socialización del poder.




    Por tal camino han de considerarse pseudocontradicciones aquellas que cultivó el marxismo soviético: Dictadura del proletariado vs Estado de Derecho, derechos formales vs derechos materiales y democracia formal vs democracia material. Su análisis permite esclarecer los núcleos teóricos y políticos del republicanismo democrático.




    
El Estado de Derecho




    El Estado de Derecho reflejó en sus inicios este complejo: elaborar con legitimidad el derecho y sujetar la política a ese derecho legítimo, o, dicho con más ortodoxia: enlazar la existencia de una Constitución, el reconocimiento de derechos fundamentales y el establecimiento de la división de poderes. Tres son sus corolarios fundacionales: 1. Libre es el hombre que no obedece a otros hombres, sino a leyes; 2. Se ha de asegurar el imperio abstracto e impersonal de la norma, como clave de la seguridad jurídica, y la igualdad en su aplicación, para combatir el despotismo, 3. El poder debe ser sometido a la norma.




    El concepto de Estado de Derecho, fruto tardío de la Ilustración, participó en los combates de la democracia frente al absolutismo. En su evolución, por fundar su autoridad no solo en la existencia misma del poder, sino en un deber ser de fines trascendentales, fue llamado a participar con toda legitimidad en el logro de objetivos cuya posibilidad de cumplimiento exigía de un repertorio de recursos situado más allá del individuo, o sea, fue llamado a actuar en positivo en interés de los ciudadanos —a administrar más en los campos antes neutrales de la cultura y de la economía—, aun cuando defendiera su prima ratio: proteger la libertad contra el despotismo a través de la ley.




    El Estado de Derecho poseía así un horizonte intelectual y político muy abierto, pues aspiraba a culminar históricamente la evolución hacia la identidad democrática entre Estado y Sociedad, tras abolir las diferenciaciones propias del siglo xix liberal, fundadas a partir de la dicotomía entre lo político contra lo social. La idea de democracia de Jacob Burkhardt (1870) explica bien el compendio:




    […] democracia, esto es: una cosmovisión producto de la confluencia de mil fuentes distintas y muy variada de acuerdo a la estratificación de sus sostenedores pero que es consecuente en una cosa: en que para ella el poder del Estado sobre el individuo nunca puede ser suficientemente grande, de modo que borra las fronteras entre Estado y sociedad, adjudicándole al Estado todo lo que la sociedad previsiblemente no hará, pero queriendo mantenerlo todo permanentemente discutible y móvil con lo que termina reivindicando para determinadas castas un derecho especial al trabajo y a la subsistencia (en Schmitt, s.f.).




    En esta definición aparecen los rasgos de la democracia que conocerá el siglo xx bajo el nombre de Estado Social de Derecho: la referencia clasista, la protección de derechos individuales, el control de la actuación política estatal, el reconocimiento de la necesidad de redistribuir poder, y la urgencia de brindar cobertura de mínimos sociales a determinadas clases para hacer viable su integración política.




    Sin embargo, el enunciado terminó siendo, a resultas de su evolución liberal, la muralla del poder capitalista contra un nuevo contrato social. Una vez en el poder, la burguesía se blindó a sí misma con el propio programa con que lo había conquistado (Del Cabo, 1993), (Fernández Liria y Alegre Zahonero, 2007). Por ello, buena parte del desarrollo del Estado de Derecho recayó en el Derecho Administrativo. El Estado de Derecho significaría el rasero para la legitimidad de la actuación estatal respecto al ciudadano, pero se ha constreñido cada vez más a la administración del estatuto de poder existente.




    El marxismo soviético imaginó el Estado de Derecho como «farsa burguesa» (Kudriavtsev, 1988). Cuando tomó carta de naturaleza en Cuba, a partir de los años noventa, se presentó como Estado de Derecho socialista, y resultó un logro respecto al concepto más restringido de legalidad socialista (Vega Vega, 1988), que había nombrado el complejo de la institucionalización previa a 1976. La fórmula Estado de Derecho socialista reconocía la necesidad de ordenar legislativamente el país y de disciplinar la actividad política según esa normativa (Azcuy, 1997), (Fernández Bulté, 1992).




    Más recientemente, ante las limitaciones experimentadas por el concepto de Estado de Derecho se ha abierto paso la idea de Estado Constitucional, centrada en la divergencia entre normatividad y efectividad, entre deber ser y ser del derecho, que disocia la vigencia de la ley —es vigente si nace de los requisitos legales de creación del derecho—, de su validez —es válida solo si satisface, formal y materialmente, los contenidos constitucionales—. Para el Estado Constitucional resulta imprescindible que pueda invalidarse una ley vigente por su desacuerdo con el sentido impreso en la Constitución, entendida esta como programa vinculante encargado por la soberanía popular a los poderes públicos. En este modelo, llamado «garantista», la Constitución es un ambicioso modelo normativo que no pue­de dejar de experimentar, porque de hecho siempre experimenta, incumpli­mientos y violaciones en sus desarrollos. Como se trata de un proyecto vinculante, su grado de realización depende, en última instancia, del tratamiento dado a las garantías (Ferrajoli, 1999). De dicho tratamiento depende, a su vez, la validez sustancial de la democracia: la orientación de los comportamientos políticos hacia la satisfacción de los derechos fundamentales.




    
Los derechos «burgueses» y la democracia «formal»




    El marxismo soviético consideró la existencia de «revoluciones burguesas», que habrían producido «derechos burgueses» falaces y por ende desechables.




    La burguesía nunca hizo una revolución democrática ni en 1789 ni en 1848,3 y Marx jamás usó el término «democracia burguesa» (Doménech, 2009). Por tanto, no existen «derechos burgueses» sino una comprensión burguesa de los derechos.




    El constitucionalismo soviético copió a Siéyes: el tercer estado es la nación (Siéyes, 1989: 91). Según este, el tercer estado era un conjunto universal que incluía el todo social, cuando en realidad solo correspondía a la burguesía y excluía al cuarto estado: criados, trabajadores asalariados, pequeños artesanos, campesinos, mujeres, todos aquellos que debían pedir cotidianamente permiso a otros para poder subsistir.




    Comprender como sinónimos a la burguesía y al cuarto estado, produjo una identidad entre las demandas de ambos, de modo que los derechos individuales, las garantías jurídicas y las libertades formales fueron consideradas como burguesas, y en consecuencia subvaloradas y asociadas a la falsa democracia formal. En contraposición, los derechos sociales y las garantías materiales devinieron las dimensiones definitorias de la democracia verdadera.




    La precedencia de la democracia material sobre la formal, desaparece si se admite que los derechos son un conjunto integral e interdependiente de formas y contenidos. De ese modo, las dimensiones formal y material de la democracia se complementan mutuamente. La validez formal de la democracia remite a contar con reglas transparentes sobre quiénes pueden decidir algo y sobre cuáles son los procedimientos por los que puede tomarse una decisión de interés público. La validez sustancial refiere la legitimidad de los contenidos decididos democráticamente a la satisfacción progresiva de los derechos fundamentales (Ferrajoli, 1999).




    El desarrollo interactivo de ambas dimensiones democratiza la democracia.




    […] la transferencia de los valores de la democracia desde el plano de los derechos políticos al plano de los derechos sociales no es solamente un modo de afirmar la superioridad del binomio libertad-justicia social, sino también un medio de permitir que la lucha por la emancipación (es decir, en términos modernos, la lucha de clases) se lleve a cabo simultáneamente en su sede natural (sistemas de las estructuras sociales) y en su sede institucional (sistema de las superestructuras políticas). Actuando en los dos polos del sistema general, el empeño de participación no corre peligro de agotarse en un mero ritual celebratorio de orden legalmente constituido, sino que confiera la posibilidad de apoyarse en uno para desplazar al otro, creando una continua relación dialéctica entre poder y contrapoder (Tomasetta, 1972: 38-39).




    El ejercicio del conjunto de derechos, en cuanto forma de participación, es un mecanismo de socialización del poder, que integra el ideal republicano sobre la ciudadanía.




    La concepción liberal entiende la ciudadanía como estatus de pertenencia a un orden jurídico de asignación de derechos y deberes. Así opone los derechos individuales a «la política», a partir de considerar a los primeros como escudo frente al ámbito de la decisión pública —el ámbito de la política propiamente dicha—. En la perspectiva republicana, la ciudadanía es también un ideal político igualitario tanto como una referencia normativa para las lealtades colectivas.




    Derechos y ciudadanía constituyen dos ingredientes básicos de la concepción liberal de la política: la ciudadanía representaría en este caso el estatuto jurídico que sirve de soporte para el conjunto de derechos que pueda disfrutar un individuo. Por su parte, el tratamiento de la segunda acepción [«actividad deseable» (vinculada a la participación en el destino de la comunidad política)] deviene a menudo en un lenguaje de las virtudes públicas o, lo que es lo mismo, en un discurso republicano sobre las virtudes del buen ciudadano, definidas éstas como un conjunto de predisposiciones hacia el bien común necesarias para otorgar estabilidad y vigor a las instituciones democráticas (Velasco, 2005: 194).




    
Las condiciones de la democracia republicana




    El republicanismo democrático comparte dos tesis relacionadas entre sí:




    1. La libertad republicana es la construcción de independencia. El programa de la libertad universal es la batalla contra el particularismo proveniente del ejercicio monopólico de la propiedad, contra el control de un grupo particular sobre las condiciones de reproducción de la vida personal y social.




    2. La libertad republicana es la construcción de autonomía. Depender de un poder y/o un derecho reglamentado por otro, sobre el cual no se tiene ni participación ni control, reconduce al ciudadano a la condición de súbdito.




    Ambos objetivos han de conjugarse para no tener que pedir permiso a nadie para poder vivir, para no ser dependiente en condición de subordinación dominada.




    Si el núcleo de la perspectiva del republicanismo democrático radica en la afirmación de la necesidad de erradicar cualquier forma de dominación que tenga lugar bien en la esfera privada, bien en la esfera pública —o desde la esfera pública hacia la privada—, lo que implica una acción político-institucional positiva orientada a deshacer los lazos de dependencia que puedan operar en un lado o en el otro (Doménech, 2004), la puesta en práctica del ideario republicano exige, entonces, «atajar no solo el imperium —las relaciones de dominación procedentes de instancias estatales—, sino también, especialmente, el dominium, esto es, las relaciones de dominación nacidas de vínculos de dependencia que echan sus raíces en el mundo llamado civil y que, en buena medida, son el origen, también, del imperium» (Casassas, 2005: 238).




    La democracia republicana debe asegurar la soberanía del ciudadano en cuanto individuo independiente tanto del poder estatal como de los poderes privados: ha de impedir las relaciones de dependencia que impiden a la ciudadanía ser sujeto de la construcción colectiva del orden.




    La mejor manera de combatir el poder conferido por la exclusividad de la propiedad sería que todos los ciudadanos sean propietarios de sus condiciones de vida y trabajo: que puedan participar de la configuración de tales condiciones y mantengan posibilidades de control sobre ellas.




    La intención es liberar al Estado de Derecho de una base social de exclusión y fundarlo sobre un régimen de propietarios libre e igualitario. La democracia, a diferencia de la propiedad capitalista, que tiende necesariamente a la concentración, busca la expansión efectiva del régimen de la propiedad. El problema recorre la argumentación del Manifiesto Comunista, recuperando la lógica democrática de Robespierre: «La primera ley social es pues la que garantiza a todos los miembros de la sociedad los medios de existir. Todos los demás están subordinados a este. La propiedad no ha sido instituida o garantizada para otra cosa que para cimentarlo. Se tienen propiedades, en primer lugar, para vivir» (Robespierre, s/f: 157).




    El socialismo está contra la propiedad privada por dos motivos esenciales: la desposesión de los medios de producción por parte de quienes trabajan, y la explotación que supone como trabajo ajeno no pagado. La democracia está a favor del reparto equitativo de la propiedad que asegure la base material de la independencia personal: un mínimo propio de subsistencia garantizado para no depender de nadie. La relación entre socialismo y democracia se encuentra en este punto: el socialismo no es más socialista por tener menos propietarios, sino por tener más propietarios, por hacer de cada ciudadano el propietario de las condiciones de producir su vida.




    Romper el monopolio político del ciudadano propietario —que pone la democracia a su servicio— en favor del ciudadano trabajador es la clave de la resolución democrática de la vida política: la socialización de la propiedad es la condición de la socialización de la libertad.




    Por otra parte, el marxismo soviético cercenó el tema de la autonomía de la persona, núcleo del pensamiento de Marx, y argumentó que los derechos emanan de la Revolución, pero no existen derechos frente a ella. Así se afirmó la necesidad de hacer prevalecer el decisionismo de la vanguardia sobre la libre expresión de la soberanía ciudadana, deponiendo los derechos del ciudadano ante los derechos de la Revolución.




    El republicanismo democrático sostiene el objetivo de la autonomía del ciudadano contra la «autonomización» del poder, con la expansión permanente de la democracia como régimen universal, donde toda la ciudadanía cuente con la posibilidad de intervenir en la toma de decisiones estatales.




    Para la comprensión republicana, el problema de la libertad no radica en la toma de una decisión «libre», no remite al ámbito de la decisión en sí misma, sino al espacio de la libertad del agente que toma la decisión. Quien ha de ser libre es el agente, pues solo su libertad es capaz de producir una decisión que sea libre a su vez. Para este debate es políticamente irrelevante el acierto o el error que la decisión comporte —menos aún entiende que una decisión tomada desde la soberanía ciudadana es buena por sí misma—. Lo políticamente relevante es el hecho de liberar las condiciones sociales en las que tienen lugar los procesos de toma de decisión, para romper las asimetrías de poder, y las dependencias que estas generan, entre quienes han de decidir.




    En semejante horizonte, este texto analiza las posibilidades y límites del diseño de la participación política en el régimen político cubano —en tanto posibilidad de la ciudadanía de intervenir en la dirección del Estado— respecto al objetivo de socializar poder, a partir de los referentes del republicanismo democrático.




    
La participación política


    como «justificación de la democracia»




    Después de la institucionalización de 1976, y de la creación del sistema de órganos del Poder Popular —la estructura estatal cubana—, se ha afirmado que la democracia allí codificada ha sido construida «entre Rousseau y Montesquieu» (Suárez, 2004: 8).




    Según Alarcón de Quesada:




    Como toda organización a escala del estado-nación la nuestra también tiene un carácter representativo pero no se agota en la representación formal, en la apariencia, sino que busca la participación directa de la gente en las instancias representativas. Incorpora lo más posible mecanismos y formas de democracia directa en estructuras de carácter inevitablemente representativo (Serrano, 2003: s/p).




    Se busca con esto combinar participación popular directa (propia de la democracia participativa o de la democracia directa) con representación política (propia de la democracia representativa).




    El discurso estatal revolucionario cubano otorga, dentro de su concepción sobre la democracia, el valor epistémico fundamental a la participación. Considera a la representación como un valor secundario: allí donde no alcanza la participación entra en juego el recurso «inevitable» —ergo: no deseable en sí mismo— de la representación. La tesis permite deducir que la virtud y la eficacia de la implementación práctica de este modelo normativo estará en proporción con la participación del mayor número de personas en los cauces que habilita: debe resultar, por ello, máximamente inclusivo.




    Para la tradición republicana democrática, la participación ciudadana es un valor epistémico central porque permite encajar la concepción de la ciudadanía y de la democracia en una comprensión republicana sobre la política propiamente dicha. Si la política es la creación y deliberación sobre el ethos, sobre el carácter y la identidad política de los sujetos, esta solo puede crearse y recrearse a través de la participación.




    Es la idea expresada por Aristóteles de que la polis es el ethos. Ethos, esto es el conjunto de saberes prácticos, técnicos, normativos, organizacionales, etc. poseídos por los individuos, que orientan la actividad material que produce y reproduce la vida, que se objetivan en el hacer, en el llevar a cabo el saber conocido objetivándolo en cosas, en normas ejecutadas, en instituciones. Y que, hacia adentro, construyen el carácter, la forma de ser de cada individuo al desarrollar en él facultades existentes. Es decir, el ethos es la entera cultura material en sentido antropológico del término; la civilización cultura (Miras, 2011: s/p).




    La participación en el autogobierno colectivo resulta así una forma de autoexpresión y autodefinición ciudadana y no solo un camino para proteger los intereses individuales. El concepto sobre el bien común que le es correlativo supone entonces que «mucha gente tiene algo que decir en su definición» (Honoran, 2005: 164), pues, si se afirma el valor de la autonomía, cada persona debe estar en posición de defender los propósitos que comparta. La libertad, como en Rousseau, descansa sobre la obediencia a la ley que uno ha hecho para sí mismo, lo que puede alcanzarse del mejor modo a través de la participación.




    La participación resulta la justificación republicana sobre la democracia. Como afirma Ovejero:




    […] la democracia se justifica porque favorece las decisiones más justas, las leyes que aseguran la libertad de los ciudadanos. No busca, con ello, realizarse. Lo que busca, y lo que justifica la democracia, son las buenas leyes. La democracia no se justifica por la autorrealización, sino porque constituye el mejor procedimiento para decidir sobre la vida compartida (Ovejero, 2005: 113).




    En sentido estricto, el estudio de la participación política puede reducirse, para analizarlo con puridad metodológica, al de la integración del ciudadano en la comunidad estatal. La acción que ella presupone responde a un comportamiento de índole específica: el comportamiento político socialmente controlado y controlable, el cual Tomasetta examina sobre la base de tres contextos interdependientes: a) la situación de pertenencia de un individuo a un grupo (formar parte), que expresa su status, ya sea otorgado o adquirido, b) la posibilidad reconocida o reclamada de cumplir una función en la vida de un grupo o de una comunidad (tener parte), que expresa una función, y c) una extensa gama de acciones posibles ininterrumpidas y coherentes (tomar parte), que expresa una acción directa. Para este autor, la interdependencia de esos contextos se refiere a que el tener parte puede ser una consecuencia del formar parte, el cual a su vez puede constituir un resultado del tomar parte, todo ello para alcanzar una tesis relevante para mi investigación: «el problema de la participación no es entonces un problema de cantidad del tomar parte sino un problema de calidad del tener parte» (Tomasetta, 1972: 40-41).




    La virtud y la eficacia de la implementación de un diseño institucional basado en estos valores se encuentran, aquí también, en relación con su capacidad para encuadrarlos en un cauce socioinstitucional que los promueva, lo que analizo según el diseño institucional de la participación en Cuba.




    
Participación y representación


    como relación entre soberanía y gobierno




    Para Lefort las instituciones que tienen por función expresar la constitución de la representación política, no son sino uno de los medios por los cuales los grupos sociales logran obtener una representación de sus intereses, de sus aspiraciones, y, en un sentido amplio, medir su fuerza y su alcance en el interior del conjunto social (Lefort, 1992).




    Esta afirmación, válida para lo general, no es pertinente para el caso cubano, pues su diseño de la representación política no considera la participación de intereses de grupos en competencia por ganar representación desde sus identidades e intereses específicos, sino un modelo de representación de una soberanía popular unitaria.




    Por tanto, acaso sea más útil el estudio de la representación política en Cuba desde otra perspectiva: concebirla como una manera específica de regular la relación entre soberanía y gobierno, tópico con amplias resonancias en la tradición republicana.




    En la comprensión democrática de Rousseau el mandato imperativo retiene la soberanía en el ciudadano, lo cual supone una comunidad política de ciudadanos libres e iguales —sometidos a las mismas reglas— que definen el bien común desde el interior de tal comunidad y no desde un «afuera», sea un partido burocratizado o un mercado monopolista, como clave para conservar la distinción entre soberanía y gobierno.




    El constitucionalismo soviético celebró como «verdadera» la democracia participativa. En la práctica, devino un sistema representativo que se hizo llamar «participativo». No desarrolló los principios de la democracia participativa, pues apenas, implementó formas directas de ejercicio de poder, ni tampoco los de la democracia representativa. El gobierno de la burocracia soviética usurpó la soberanía de sus representados: recibía el mandato imperativo de un partido burocrático-oligárquico (Morin, 1984) que sustituía la elaboración política ciudadana. Para poder actuar sin control social, la burocracia eludía las formas institucionales de control de la representación.




    Por el contrario, en Rousseau el representante queda obligado a actuar según la voluntad originaria de la comunidad ciudadana que otorga el mandato. El potencial choque de las voluntades particulares con el interés nacional se compone a través de la «voluntad general» (Rousseau, 1988 y 2002). Los presupuestos democráticos del mandato imperativo son el derecho a la participación ciudadana en la elaboración de la política estatal, a la información y a la transparencia de la actuación estatal, a la rendición de cuentas del mandatario y a su revocación, entre otros.




    La comprensión liberal de Siéyes sobre la soberanía nacional, elaborada contra la idea de la soberanía popular de Rousseau, sentó las bases liberales del sistema representativo: «Los diputados vienen a la Asamblea Nacional, no para anunciar los deseos ya fijados de sus electores, sino para deliberar y votar libremente según su real opinión, después de que ésta haya recibido las luces que le habrá proporcionado la Asamblea» (Rials en Pettit, 2002: 247).




    En la concepción de Montesquieu, perfilada por Siéyes, el representante es electo por una comunidad específica de electores, pero representa al conjunto de ciudadanos que integran la nación. Se fractura así la responsabilidad material ante los intereses específicos de sus electores: el elegido solo queda obligado por el «interés nacional». La deriva es el concepto de representación libre, donde no hay vínculo jurídico entre la actuación del representante y el control de sus electores. El elegido actúa por propia cuenta en nombre del representado. Tal concepción delega la soberanía en el gobierno. Schumpeter refinaría el argumento con su concepción de la democracia como competencia: el representante está atado a sus electores «políticamente» —no jurídicamente—, por la competencia electoral que lo «obliga» a actuar en interés de sus electores para ser reelecto (Schumpeter, 1952).




    En la concepción democrática de la representación, en Locke por ejemplo, el tema del control de la representación aparece bajo la figura de la agencia fiduciaria. El representante es un agente fiduciario del principal, donde el principal es el elector y, por tanto, retiene la soberanía. El agente podría ser sustituido por el principal a voluntad de este en cualquier momento, por los motivos que entienda el elector y con las menores formalidades exigibles para hacer más expedito el proceso. El representante resulta un «siervo», un «servidor público»: se mantiene aquí, como en Rousseau aunque con otra argumentación, la distinción entre soberanía y gobierno.




    Por tanto, no hay contraposición entre participación directa y representación controlada si se sigue el objetivo de preservar la soberanía sobre el gobierno. Según el discurso estatal revolucionario cubano, esta última es la línea adoptada por el sistema institucional de la democracia en el país.




    A partir de 1992, el sistema del Poder Popular experimentó innovaciones respecto a 1976: el voto directo para la integración de todas las asambleas, la nominación directa de candidatos por los electores en el nivel local, la nominación indirecta en los niveles medio y superior del sistema, donde los candidatos son propuestos por representantes de organizaciones sociales y de masas (OSM), y mantuvo la presencia de elementos ya tipificados en 1976: la elección para un mandato, la rendición de cuentas y la posibilidad de revocación.




    Mi análisis sobre este diseño institucional parte de la siguiente premisa: el diseño es democrático si establece una relación de carácter vinculante entre el gobierno y la soberanía, con el primero subordinado a la segunda —si retiene la soberanía en la comunidad ciudadana específicamente interesada en la decisión que está en juego, que llamo «comunidad ciudadana de base» (municipio, provincia, nación, colectivo laboral, según el ámbito de la decisión)—, y será más democrático en la medida en que desarrolle la base institucional de la soberanía del ciudadano y de la comunidad de ciudadanos para ser sujetos de la política.




    Las formas institucionales capaces de mantener esta vinculación son el mandato y la agencia. Ambos suponen formas diferenciadas de participación: el mandato es generado por la participación en la elaboración de la decisión, la agencia es generada por la cesión de confianza en alguien que ha de elaborar la decisión. Ambos mantienen el vínculo entre el mandante/principal respecto al mandatario/agente a través de la rendición de cuentas y la revocación.




    En el lenguaje común, el término mandato tiene varias acepciones: período en que alguien actúa como mandatario de alto rango; contrato consensual por el que una de las partes confía su representación personal, o la gestión o desempeño de uno o más negocios, a la otra, que lo toma a su cargo, y, cuando es imperativo, aquel en que los electores fijan el sentido en que los elegidos han de emitir su voto. En sentido técnico, el mandato puede comprender significados similares pero no idénticos: comisión o agencia.




    En el sentido estricto de comisión, el término mandato niega la idea de representación, pues el elegido actúa con un encargo específico del elector y no llega a representarlo. El mandatario es dependiente del mandante, que actúa por sí mismo. El mandatario es enviado de un lugar a otro cumpliendo órdenes de un superior —en este caso un conjunto de electores (Fenichel Pitkin, 1985: 146-147). El término delegado empleado por la legislación cubana, comparte este sentido filológico: enviar con una comisión, con un encargo a alguien hacia algún lugar.




    Esta relación supone la participación política continua de la comunidad que otorga el mandato tanto en su elaboración como en el control sobre el mandatario.




    El análisis remite a un procedimiento político y no a una organización espacial del poder, por lo cual se sigue con independencia del tamaño del territorio. El núcleo está en considerar indelegable la soberanía de la comunidad ciudadana de base. Esa comunidad obtiene una decisión común, la encarga a un representante que puede gestionarla con una libertad limitada por el sentido del encargo y es revocado si lo incumple o si lo cumple de modo no satis­factorio a juicio del mandante.




    En otro sentido, mandato supone una relación de agencia, que reclama la existencia de fideicomitentes y fideicomisarios, y no de representantes y representados. Esta relación proyecta consecuencias contradictorias respecto al tema de la participación política. El agente puede actuar efectivamente en beneficio del principal, sin tener necesidad de consultarle, si es capaz de interpretar con sensibilidad sus deseos y necesidades. En ese caso, el buen desempeño del agente se «constitucionaliza» por la cesión continua de confianza, pero no por la autorización proveniente de la participación política de la comunidad ciudadana de base.




    En este estudio se valora qué acepción de mandato maneja el diseño institucional cubano de la participación y su consistencia con la forma en que en la práctica política se desarrolla.




    
Participación, política y administración




    Para estudiar el contenido de la participación, directa e indirecta, en el sistema institucional cubano, pueden utilizarse los términos política y administración (este último en el significado original de policía).




    Ambos tienen raíz etimológica común en polis: el primero, la política, como sinónimo de creación y recreación de lo real (construir poder originario) y el segundo como administración de lo realmente existente (gestionar poder delegado por algo o alguien).




    El sentido de la política se orienta a la autodeterminación. Así configura procesos de autoorganización y transformación social. La administración regula, coordina, racionaliza y legitima el poder constituido.




    Para la polis, el «cuidado de la vida y la defensa no eran el punto central de la vida política. Ambas eran políticas en un sentido auténtico solo en cuanto las resoluciones sobre ellas no se decretaran desde arriba sino que se tomaran en un común hablar y persuadirse entre todos» (Arendt, 1997: 84). A partir de esta diferencia, se alcan­­zó una tesis: la construcción democrática tiene lugar en el campo ampliado de lo político, supone el desarrollo de la política sobre la administración y el desenvolvimiento de la segunda bajo el control de la primera.




    Desde ese criterio, entiendo por participación política —directa o indirecta— la acción que disputa la producción, limitación, circulación y redistribución de poder dentro de una comunidad política y el efecto que se produce sobre ello respecto al poder público. Este sentido tributa, en consecuencia, a comprender la democracia como un proceso amplio de construcción colectiva y de contienda por el sentido de lo político, donde la democratización no es sinónimo de fortalecimiento de las instituciones representativas, sino de los procesos de interpenetración compleja de las esferas políticas y sociales, de la politización de la esfera social (Mokrani, 2010).




    
Participación política y poder negativo




    El paradigma del poder negativo, de impronta republicana, es útil para estudiar la base institucional de este tipo de participación.




    El poder positivo se ejerce mediante las prácticas soberanas del pueblo a través del representante estatal: legislar, controlar, proteger, vigilar, perseguir, juzgar, administrar, ejecutar, gobernar. En contraposición, el poder negativo es el contrapoder ciudadano organizado, directa e indirectamente, frente a las prácticas del poder positivo (Lobrano, 2002).




    El poder negativo directo se expresa en el derecho de resistencia, de rebelión contra el abuso de poder, en la huelga política, en el exilio y en el derecho de secesión.




    El poder negativo indirecto se consagra en instituciones reconocidas y protegidas por la ley con poder material y facultad jurídica para confrontar el poder positivo. Su origen se localiza en el Tribunado de la Plebe de la República Romana, con facultades para auxiliar e interceder por la plebe-pueblo. En la modernidad reapareció en formas disminuidas como el Ombudsman sueco y su variante española y latinoamericana: los defensores del pueblo, pues en la práctica «las constituciones liberal-burguesas han rechazado toda institución de tipo tribunicio, así como han rechazado el derecho de resistencia» (Catalano, 1991: 42). La historia del derecho de resistencia incluye entonces diversas fuentes y proyecciones: se encuentra en el pensamiento clásico español (Juan de Mariana y Francisco Suárez), pasa por el neotomismo y se proyecta en nuestros días en la doctrina contemporánea de la desobediencia civil.




    En la perspectiva demo-republicana actual, un constitucionalismo que persiga promover un proceso revolucionario de emancipación solo puede existir si se construye alrededor de una relación continua y dinámica entre los conceptos de «constitución» y «rebelión» (Noguera, 2010: 33).




    El término rebelión comprende la vigencia permanente en el tiempo de mecanismos constitucionalizados de enfrentamiento entre la ciudadanía y el Estado, como la desobediencia civil colectiva, formas de veto ciudadano sobre las decisiones de gobierno, amén de los derechos de resistencia y huelga política. La rebelión no comporta necesariamente una proyección antisistémica, sino una continua posibilidad de oposición —política y/o institucional— a políticas gubernamentales. Puede entenderse como «el derecho a resistir el derecho» (Gargarella (comp.), 2005).4




    La habilitación de nuevos instrumentos de poder negativo deviene expansión de las formas de participación ciudadana y socialización efectiva del poder.




    
Cuba. Las comprensiones del tema




    En Cuba perviven tesis del constitucionalismo soviético. Des­de 1992 el marxismo-leninismo (soviético) no es la ideología oficial del Estado cubano, y la URSS desapareció hace dos décadas, pero la cultura política y las corrientes institucionales tienen disímiles mecanismos de reproducción. Resulta necesario actualizar el constitucionalismo cubano con corrientes actuales de pensamiento crítico.5




    El análisis de la participación política en Cuba —o, en general, del tipo de régimen político existente en el país— se ha desarrollado desde la perspectiva del derecho y de otras disciplinas —ciencia política, filosofía, sociología—,6 a través de conceptos como transición, sistema político y sociedad civil.




    Ernesto Guevara, autor clásico del marxismo sobre el tema de la transición, analizó, en la órbita intelectual de este concepto, la cultura del trabajo, la calidad de la teoría marxista, el desarrollo industrial, la institucionalización política, la administración económica, la educación de la juventud, la participación de los trabajadores en la toma de decisiones, la formación de cuadros, el burocratismo, la democracia y la planificación socialistas (Guevara, 2008). Carlos Rafael Rodríguez completó esta línea de estudio, cuando escribió sobre la transformación de la agricultura y la configuración de las clases sociales en la Revolución (Rodríguez, 1979). Después de dé­cadas de discusión —dentro de la cual es relevante la obra de Fernando Martínez Heredia (2001, 2005)—, resulta menos empleado en la actualidad.




    El concepto de sistema político (SP) comenzó a utilizarse con fuerza a partir de la década de los noventa, para dar cuenta del entramado de temas relacionados con la producción de poder y con el establecimiento del sistema de reglas habilitado para su circulación y/o redistribución. Valdés Paz (2009) ha producido en la Isla, la historia crítica más completa sobre su evolución.




    En la cronología del discurso intelectual cubano, el concepto de SP parece haber sustituido al de transición, para después convivir e incluso ser sustituido a su vez por el de sociedad civil. Sin embargo, conforman una serie, pues tratan sobre lo mismo: el ser de lo político no es el deber ser de sí mismo.




    En medios académicos radicados fuera de Cuba, la más profun­da indagación sobre el SP cubano se debe a Jorge Domínguez (1978, 2006). Pero no es su posición la predominante en este tipo de exégesis, que muchas veces invisibiliza las formas de participación de la sociedad cubana —institucionales o extrainstitucionales— y analiza preferentemente la «élite de poder».




    El debate sobre la sociedad civil, verificado en los años noventa amplió el rango de los temas en debate: el mercado, la organización familiar, la cultura política, la esfera pública y el papel de los intelectuales, los nuevos sujetos sociales y el proceso de la hegemonía (Hernández, 1999), (Acanda, 2002), (Alonso, 2006). Sin embargo, produjo al mismo tiempo grandes generalizaciones sobre el SP —pasaba a ser solo una dimensión más de lo pensado—, y se pospuso el tipo de examen casuístico exigido por la complejidad de la institucionalidad política.




    Existe una dificultad significativa para el análisis específico del terreno constitucional cubano: la mayor parte de los textos existentes sobre esta materia cuentan con una década, o más, de escritos. De hecho, desde el momento inmediatamente posterior a la reforma constitucional de 1992, los análisis sobre ella producidos en Cuba han desaparecido virtualmente (Azcuy, 2000), (Torrado, 2003). En 2010 dos revistas cubanas han recogido trabajos sobre el tema, en lo que parece un reavivamiento de la discusión constitucional en el país: Espacio Laical (Año 5 / No. 20, 2010) y Caminos (No. 57, 2010).




    Por otra parte, existe una carencia: el campo constitucional en Cuba apenas se observa como un problema. El uso expreso de la Constitución entre los funcionarios del Estado y entre la ciudadanía ha sido prácticamente nulo a lo largo de años. No existe una reflexión, sistematizada y publicada sobre el estatuto y las consecuencias abiertas por la reforma de 1992 —ni sobre el constitucionalismo cubano en general—, el tema ha aparecido con intermitencia en el discurso estatal revolucionario y es probable que buena parte de la ciudadanía desconozca la Carta Magna.7




    La situación podría comenzar a transformarse. En 2009 el presidente cubano Raúl Castro situó el fortalecimiento de la institucionalidad política del país como una prioridad del mismo nivel que la producción de alimentos (Castro Ruz, R. , 2009). Desde entonces, las referencias a la institucionalidad y a la Constitución misma han aumentado en el discurso público cubano.8




    El tema de la participación, en general, ha contado desde 1992 hasta la fecha con cierto número de investigaciones, que han resultado útiles para esta investigación.9 Estas comprenden el estudio de la participación política y social en sentido amplio.




    En específico, el conocimiento empírico sobre el funcionamiento del Sistema de Órganos del Poder Popular también reclama actualizaciones con estudios de terreno, puesto que varias de las últimas investigaciones sobre este tema cuentan con más de una década de realizados.10




    Son muy escasos los estudios sobre el diseño institucional integral de la participación ciudadana en el país, así como los trabajos de campo sobre el comportamiento de sus dimensiones. Si bien han aparecido, por ejemplo, cierto número de investigaciones jurídicas sobre el diseño institucional, apenas se han acompañado de trabajo empírico sobre el ejercicio de las atribuciones de los representantes, sobre la valoración de la ciudadanía acerca de su desempeño y sobre los procesos realmente existentes de rendición de cuentas y de revocación.




    Sobre este campo es notable el trabajo desarrollado en los últimos años por Lisette Pérez, Marta Prieto, Mirtha del Río, Joaquín Alonso y Carlos Villabella, con textos propios, y a través de tutorías de proyectos de investigación.11 Otras investigadoras han realizado, también recientemente, estudios de campo sobre poder local, pobreza y representación social del delegado.12




    
El nuevo constitucionalismo latinoamericano




    La necesaria actualización de la teoría y la práctica constitucional cubanas encuentran fuentes en la experiencia constitucional de Venezuela, Ecuador y Bolivia, que utilizo con el nombre de nuevo constitucionalismo latinoamericano (NCL).




    Los proyectos políticos desarrollados en estos países, que integran el marco de alianzas favorables a Cuba en la región —del que depende en buena medida sus oportunidades hacia el futuro— se inspiran en el respeto a los valores del republicanismo democrático como nunca antes en la historia revolucionaria, hecho que probablemente demandará interinfluencias recíprocas en lo adelante.




    El llamado maximalismo programático caracterizó la práctica constitucional latinoamericana posterior a las dictaduras militares de la década de 1960 y 1970. El término se refería a las constituciones semánticas o nominales repletas de enunciados de redención y cambio, que se lanzaron en la América postdictaduras como avenida de regreso a la democracia, con escasa cobertura garantista —formal y material— para la realización de los derechos que reconocían.




    El NCL marca una nueva época. Su origen puede situarse en la aparición de los textos constitucionales de Brasil (1988) y Colom­bia (1991). Sin embargo, empleo solo las constituciones de Venezuela (1999), Ecuador (2008) y Bolivia (2009) por considerar que continúan los avances de los dos primeros textos, pero también comportan diferencias respecto a ellos (Martínez Dalmau, 2008), (Gargarella y Courtis, 2009).




    Esta última oleada del NCL es relevante para Cuba por una razón política fundamental: apuesta por un «socialismo» que busca procesar el cambio social a través de la proclamación del Estado constitucional de derechos, lo que significa una ruptura con la tradición socialista del siglo xx y la adopción de una original perspectiva republicana democrática, todo ello en contextos permanentes de beligerancia —legal e ilegal, desde el interior y desde el exterior de esos países— contra los procesos de cambio en curso. Cuba comparte esta última característica —haber promovido su proyecto socialista en un contexto de permanente agresión enemiga— y puede aprender de esa experiencia constitucional, entre cuyos rasgos resaltan: la naturaleza ampliamente inclusiva del proceso constituyente, la gran extensión del reconocimiento de derechos, su concepción garantista, la impugnación descolonizadora del Estado nación como base institucional de la sociodiversidad, la extensión fundamental del pluralismo jurídico como norma del sistema de derecho y no como excepción, la consideración de la participación como un eje de la redacción constitucional que busca recomponer la relación entre soberanía y gobierno a favor de la ciudadanía, rigidez constitucional para reservarle al ciudadano la capacidad de reforma constitucional, estructura de la representación bajo la forma de un mandato vinculante, etcétera (Viciano Pastor y Martínez Dalmau, 2010).
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